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PETICIÓN 250-04
ADMISIBILIDAD

PUEBLOS INDÍGENAS DE RAPOSA SERRA DO SOL
BRASIL

23 de octubre de 2010
I.
RESUMEN

1. El 29 de marzo de 2004, el Consejo Indígena de Roraima – CIR y Rainforest Foundation US (en adelante "los peticionarios"), presentaron una denuncia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) contra la República Federativa de Brasil (“el Estado" o “Brasil”) por presuntas violaciones de los artículos I, II, III, VIII, IX, XVIII y XXIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“la Declaración Americana”), y de los artículos 4, 5, 8, 12, 21, 22, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana"), en relación con las obligaciones generales de respetar los derechos y de adoptar disposiciones de derecho interno previstas en los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado, en perjuicio de los pueblos indígenas Ingaricó, Macuxi, Patamona, Taurepang y Wapichana de Raposa Serra do Sol y sus miembros, (“los pueblos indígenas de Raposa” o “las presuntas víctimas”).

2. La petición denuncia el retardo desde 1977 hasta 2009 para la consumación efectiva de la demarcación, delimitación y titulación del territorio indígena de Raposa Serra do Sol (“territorio indígena” o “territorio de Raposa”), así como frecuentes incidentes violentos y severa degradación ambiental que habrían afectado la vida y la integridad personal de las presuntas víctimas.  Dichos incidentes violentos y la degradación ambiental, conforme a los peticionarios, han sido causados por la presencia continua de personas no indígenas en el territorio indígena, lo que ha igualmente producido restricciones en el derecho de circulación y residencia y en la libertad de religión y derecho a ejercer su cultura.  Según los peticionarios, hubo retardo injustificado en la resolución del proceso administrativo de demarcación del territorio indígena e inexisten disposiciones en la legislación del Estado que garanticen el debido proceso legal, la protección de los derechos territoriales indígenas y la igualdad ante la ley de los pueblos indígenas.  Por tanto, los peticionarios sostienen que la petición es admisible, en aplicación de las excepciones contempladas en los artículos 46.2.a y 46.2.c de la Convención Americana.
3. El Estado controvierte el argumento de la inexistencia del debido proceso legal y alega que no fueron agotados los recursos de la jurisdicción interna.  Adicionalmente, el Estado observa que, tras la conclusión del procedimiento administrativo de demarcación del territorio indígena de Raposa, “el objeto de esta petición no subsiste”.  Consecuentemente, Brasil solicita a la Comisión Interamericana que declare la inadmisibilidad de la petición por no cumplir el requisito establecido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana, y por no ser aplicable la excepción de inexistencia del debido proceso legal para la protección de los derechos de los pueblos indígenas de Raposa prevista en el artículo 46.2.a del instrumento internacional citado.
4. Tras examinar las posiciones de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la CIDH concluye en el presente informe, sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, que la petición es admisible respecto a las presuntas violaciones de los artículos I, II, III, VIII, IX, XVIII y XXIII de la Declaración Americana, así como de los artículos 4, 5, 8, 12, 21, 22, 24 y 25 de la Convención Americana en conexión con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional.  En consecuencia, la Comisión Interamericana decide notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5. El 29 de marzo de 2004, la Comisión Interamericana recibió la petición inicial presentada por los peticionarios.  La CIDH recibió información adicional de los peticionarios el 6 de abril de 2004; en fechas 10, 11, 12, 13 y 14 de mayo de 2004; y el 7 de junio de 2004.  El 10 de junio de 2004, la CIDH trasmitió al Estado las partes pertinentes de la denuncia, para que éste presentara su contestación dentro del plazo de 2 meses.  El 18 de agosto de 2004 y el 3 de septiembre de 2004, la Comisión Interamericana recibió comunicaciones de Brasil en respuesta a la petición.
6. En virtud de la decisión del Supremo Tribunal Federal del 19 de marzo de 2009 (infra párr. 39), sobre la demarcación del territorio indígena de Raposa, la CIDH solicitó información actualizada a ambas partes el 29 de septiembre de 2009. Los peticionarios presentaron información actualizada el 4 de diciembre de 2009 y el 6 de abril de 2010.  El Estado, por su parte, presentó información actualizada mediante notas recibidas el 19 y el 26 de enero de 2010.


Medidas Cautelares
7. En la misma fecha de presentación de la petición, los peticionarios solicitaron medidas cautelares con el objeto de finalizar el proceso de demarcación del territorio indígena de Raposa y ofrecer garantías a la integridad de los pueblos indígenas de dicho territorio.  El 7 de julio de 2004, la CIDH comunicó a los peticionarios que la solicitud de medidas cautelares no había sido aceptada.  El 1 de diciembre de 2004, los peticionarios informaron sobre nuevos hechos de violencia contra los pueblos indígenas de Raposa, y solicitaron que se otorgara medidas cautelares a fin de proteger la integridad física de las presuntas víctimas hasta que se finalizara el proceso de demarcación.  El 6 de diciembre de 2004, la Comisión otorgó las medidas cautelares solicitadas.
8. El 1º de marzo de 2007, la CIDH celebró una audiencia sobre la implementación de las medidas cautelares y la admisibilidad de esta petición, en el marco de su 127° período ordinario de sesiones.  Asimismo, la CIDH recibió información adicional de los peticionarios
 y del Estado
 respecto de la petición y de la implementación de las medidas cautelares.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
9. Los peticionarios señalan que los pueblos indígenas Ingaricó, Macuxi, Patamona, Taurepang y Wapichana se encuentran ubicados en el territorio de Raposa Serra do Sol, en una superficie aproximada de 1.747.465 hectáreas al noreste del estado de Roraima.  La población conjunta es de 18.000 indígenas, que conforman 167 comunidades localizadas en 4 etno-regiones: Serras, Baixo Contigo, Raposa y Surumú, organizadas políticamente a través de un Consejo Indígena Regional, donde se adoptan las decisiones concernientes al conjunto de las comunidades.
10. De acuerdo con los peticionarios, la presencia continua de no indígenas en el territorio indígena de Raposa Serra do Sol ha producido una severa degradación ambiental que ha afectado el derecho a la vida, a la integridad y a un medio ambiente sano.  Lo anterior también se ha visto perjudicado, según los peticionarios, por la supuesta falta de respeto al derecho a la propiedad de los pueblos indígenas de Raposa Serra do Sol, mediante la implementación de macro-proyectos sin la debida consulta previa de los referidos pueblos indígenas y la utilización de agrotóxicos  por los arroceros que ocuparon el territorio indígena de Raposa Serra do Sol por muchas décadas.  La presencia continua de los no indígenas, según lo alegado por los peticionarios, también ha causado una amplia y notoria historia de incidentes violentos que han afectado la vida e integridad de los pueblos indígenas e impuesto restricciones indebidas al derecho de circulación y residencia, así como ha afectado el derecho a la libertad de religión y a ejercer su cultura en tanto la cultura y las creencias de los pueblos indígenas de Raposa Serra do Sol tienen una estrecha relación con el medio ambiente, los recursos naturales y otros elementos del territorio indígena.  Finalmente, los peticionarios indican que el tratamiento legal en Brasil relativo a la propiedad indígena es discriminatorio, visto que a los pueblos indígenas no se les garantiza su derecho a la propiedad (que sería del Estado federal o la União) sino sólo a la posesión de sus tierras.  Los peticionarios indican que lo anterior resulta en que el proceso legal para demarcar territorios indígenas sea un procedimiento administrativo discrecional, cuyos pasos están bajo la responsabilidad exclusiva de autoridades estatales, sin que los pueblos indígenas puedan intervenir efectivamente, en virtud de no existir recurso judicial aplicable y accesible a ellos.  Todo lo anterior, conforme a los peticionarios, es discriminatorio porque la propiedad no indígena recibe tratamiento diferente y privilegiado, según el cual los propietarios tienen derecho a innúmeros recursos judiciales a fin de garantizar su derecho a la propiedad.
11. Según los peticionarios, desde la década de 70, cuando se inició el contacto entre los pueblos indígenas de Raposa con los no indígenas, la demarcación de ese territorio indígena fue considerada por los pueblos interesados y las autoridades brasileñas como un instrumento esencial para preservar la unidad territorial indígena, así como la sobrevivencia y reproducción cultural de los pueblos indígenas de Raposa.  No obstante lo anterior, los peticionarios alegan que en la actualidad se continúan violando los derechos de las presuntas víctimas sobre su territorio y recursos naturales.
12. Por ejemplo, los peticionarios indican que en septiembre de 2007, el Gobierno Federal suspendió el retiro de los ocupantes no indígenas de las áreas menores, con el presunto objeto de dar prioridad a la remoción de los grandes productores de arroz.  Sin embargo, los peticionarios señalan que ninguno de los arroceros fue removido del territorio indígena de Raposa y que, por el contrario, los ocupantes menores comenzaron a ampliar sus construcciones.  Agregan que las áreas ocupadas por los arroceros aumentaron siete veces; que continúan dentro del territorio indígena; y que los pocos ocupantes no indígenas que han salido de Raposa, lo hicieron por cuenta propia o en razón de la acción de las comunidades indígenas, y no por los esfuerzos del Estado para efectivizar la desocupación.  Sostienen que, por el contrario, el territorio de Raposa es objeto de una política de colonización, promovida por las instituciones públicas locales, a través de la creación y ampliación --mediante leyes estaduales y municipales-- de zonas urbanas dentro el territorio indígena.  Asimismo, los peticionarios indican que se encuentra en trámite en la Cámara de Diputados Federal un proyecto de ley que autoriza la construcción de una hidroeléctrica en el río Cotingo, dentro del territorio de Raposa.
13. Los peticionarios señalan que en 1977, la Fundación Nacional de Asistencia al Indígena (“FUNAI”) inició formalmente el procedimiento de demarcación del territorio indígena de Raposa, a través del cual se reconoció el 13 de abril de 2005, la superficie continua de 1.743.089 hectáreas.  Sin embargo, argumentan que hasta la fecha no han sido efectivamente implementadas medidas relacionadas a la delimitación, demarcación y titulación definitiva de su territorio; en particular, por falta de saneamiento territorial que permita el retiro de los ocupantes no indígenas del territorio indígena demarcado.
14. Lo anterior, conforme a los peticionarios, ha generado adicionalmente diversos actos de violencia contra las presuntas víctimas, que seguirían ocurriendo hasta la fecha.  Alegan que a la fecha las investigaciones sobre los referidos hechos no han concluido, ni han sido sancionados los responsables.  Como ejemplo de tales actos citan los siguientes: 
(i) la invasión de las comunidades indígenas Jowari, Homologação, Brilho do Sol y Lilás el 13 de noviembre de 2004, por 40 personas identificadas como arroceros, agricultores e indígenas contrarios a la homologación, quienes quemaron y destruyeron 34 casas y un puesto de la Fundación Nacional de Salud (FUNASA);
(ii) la invasión a la comunidad Surumú el 16 de septiembre de 2005, por 150 personas encapuchadas y armadas, quienes según los peticionarios habrían incendiado el Centro de Formación y Cultura Raposa Serra do Sol, el hospital, la iglesia, el refectorio y la biblioteca; 
(iii) 
el incendio parcial de un puente de 30 metros ubicado sobre el río Urucurí, que da acceso a la aldea Maturuca, el 22 de septiembre de 2005; y 
(iv) 
el ataque con armas de fuego que lesionó a 10 indígenas el 5 de enero de 2008, por empleados del arrocero Paulo César Quartiero, cuando los indígenas construían sus viviendas (Maloca).
15. Los peticionarios también señalan que entre las presuntas víctimas hay temor de sufrir agresiones provenientes de los arroceros y ocupantes no indígenas, y que las cercas construidas por los arroceros impiden el movimiento libre y el acceso a los caminos, carreteras y ríos de la región, así como el acceso a lugares sagrados de los pueblos indígenas de Raposa.  Además, conforme a los peticionarios, la permanencia de los arroceros y ocupantes ilegales en territorio indígena, ha provocado contaminación ambiental, principalmente generada por la monocultura de arroz a través de la aplicación de agrotóxicos.  Indican además que se ha evidenciado la realización de quemas como método de preparación del terreno para el cultivo del arroz, el uso insostenible de los ríos para la irrigación de las plantaciones de arroz, pesca ilegal, obstrucción de ríos, la generación de desechos de basura y mataderos irregulares que agravan la situación ambiental.
16. En relación al agotamiento de los recursos internos señalan que:
(…) 30 años después del inicio de las iniciativas de demarcación de la tierra, las comunidades indígenas de Raposa Serra do Sol aún no tienen garantizados sus derechos territoriales.  Dadas las características distintivas del presente caso, los peticionarios solicitan a la CIDH que, con respecto a la vía administrativa, considere el atraso injustificado en la resolución del proceso administrativo de demarcación de la tierra indígena aplicándose la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.  En cuanto a la vía judicial, tomando en cuenta el comportamiento de buena fe de los peticionarios en los casos judiciales,  aunque reconociendo las limitaciones del poder judicial en impartir una solución final, solicitan a la Comisión Interamericana que considere: 1) que la jurisprudencia del sistema interamericano claramente indica que solamente deben ser agotados los recursos internos si éstos fueran adecuados y eficaces; y 2) que actualmente no existe en la legislación interna del Estado brasileño el debido proceso legal que garantice la protección de los derechos territoriales indígenas, ni recursos disponibles a los peticionarios para exigir la plena y efectiva implementación del Decreto de Homologación del territorio indígena de Raposa.  Se aplica, por tanto, la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana”. (Traducción libre del original en portugués)

17. Por último, los peticionarios observan que el Supremo Tribunal Federal emitió el 19 de marzo de 2009 su decisión respecto de una de las acciones interpuestas por terceros no indígenas relativas a la demarcación del territorio indígena de Raposa.  Conforme a los peticionarios, dicha decisión permitió recientemente el retiro de los ocupantes no indígenas del territorio indígena demarcado, y de esa manera la finalización del procedimiento administrativo de demarcación, 32 años después de su inicio.  No obstante lo anterior, los peticionarios argumentan que la propia decisión del Supremo Tribunal Federal viola el derecho a la propiedad comunal y el derecho a la consulta previa, entre otros, de los pueblos indígenas de Raposa Serra do Sol.  Lo anterior, según los peticionarios, porque dicha decisión indebidamente impone 19 condiciones a la demarcación del territorio indígena de Raposa (así como en general a cualquier demarcación de territorios indígenas en Brasil) que podrían constituir violaciones de los derechos internacionalmente reconocidos a los pueblos indígenas.
18. En base a lo anterior, los peticionarios señalan que Brasil violó los artículos 4, 5, 8, 12, 21, 22, 24 y 25, en relación con los artículos 1.1  y 2 de la Convención Americana. Asimismo, alegan que violó los artículos I, II, III, VIII, IX, XVIII, XXIII, establecidos en la Declaración Americana, en perjuicio de los pueblos indígenas Ingaricó, Macuxi, Patamona, Taurepang y Wapichana y sus miembros.
B.
Posición del Estado
19. El Estado señala que la denuncia es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos y en razón de la inaplicabilidad del argumento referido a la inexistencia del debido proceso legal para la protección de los derechos de las presuntas víctimas.  Adicionalmente, el Estado observa que “el objeto de esta petición no subsiste” tras la consumación del procedimiento administrativo de demarcación del territorio indígena de Raposa.
20. En relación al previo agotamiento de los recursos internos, Brasil indica que por intermedio de la Abogacía General de la Unión, ha patrocinado activamente todas las medidas legales necesarias y admisibles para la solución de los litigios que envuelven al territorio indígena de Raposa.  El Estado sostiene que dichas medidas legales son recursos internos eficaces en desarrollo; por lo cual alega que la denuncia no cumple con el requisito establecido en el artículo 46.1.a de la Convención.
21. Por otra parte, respecto de la existencia del debido proceso legal, señala que:
[l]a defensa de derechos indígenas puede ser ejercida tanto en la vía administrativa, como ocurre en el procedimiento administrativo de demarcación (...) como en la vía judicial.  En caso que el Poder Público no hubiera realizado la demarcación, o aún si la hubiera efectuado en disonancia con los anhelos indígenas, estos podrían haber interpuesto una acción judicial admisible, in casu, acción declaratoria. Podrían aún haber presentado una acción popular, como lo hizo Silvino Lopes da Silva y otros (…) por entender que el acto demarcatorio fuera lesivo a la moralidad administrativa, al medio ambiente y al patrimonio histórico y cultural”. (Traducción libre del portugués original)
22. En relación a la situación del territorio indígena de Raposa, el Estado alega que desde 2002 la FUNAI ha promovido la indemnización y remoción de los ocupantes no indígenas.  Señala que de las 359 ocupaciones de terceros identificadas, fueron indemnizados 210 ocupaciones que acreditaron mejoras de buena fe; 67 fueron indemnizados mediante acción de consignación de pago en un monto de 5 millones de reales; 32 se encuentran en proceso de indemnización; y 49 no tendrían derecho a la indemnización respectiva, por tratarse de ocupaciones de mala fe u ocupaciones realizadas por los propios indígenas.
23. Brasil señala que, de acuerdo con registros de la FUNAI, desde el inicio del proceso de desocupación se promovió el reasentamiento de 300 familias de no indígenas que habitaban el área del municipio de Caracarí.  Agrega que dichas familias fueron trasladadas a parcelas que varían entre 100 hectáreas a 1,5 mil hectáreas, con acceso a energía eléctrica y medios de comunicación que facilitan la salida de productos. No obstante, el Estado afirma que un grupo de 40 a 50 familias, lideradas por 8 grandes empresarios dedicados al cultivo de arroz, no están de acuerdo con las ofertas del gobierno y se niegan dejar el lugar.
24. Asimismo, el Estado reconoce que los recursos judiciales relacionados con el territorio indígena de Raposa, interpuestos por terceros interesados en dicho territorio, retardaron el seguimiento del proceso de retiro de los ocupantes no indígenas. Indica que el último operativo policial de retiro de los no indígenas, fue suspendido por el Supremo Tribunal Federal el 9 de abril de 2008, hasta que una de las acciones principales que versan sobre la demarcación del territorio indígena sea resuelta.  No obstante lo anterior, agrega el Estado que después de la decisión del Supremo Tribunal Federal respecto de la acción popular P. 3.388-4, de fecha 19 de marzo de 2009, que confirmó la demarcación continua del territorio de Raposa, se extinguieron todos los procesos judiciales pendientes sobre dicha demarcación.  Asimismo, el Estado resalta que en agosto de 2009, algunos meses después de dicha decisión, se constató que el retiro de los ocupantes no indígenas del territorio indígena demarcado fue finalizado pacíficamente y que con ello se completó el procedimiento administrativo de demarcación.  En razón de dicho hecho reciente, el Estado alega que “el objeto de esta petición no subsiste” y reitera su solicitud de que la misma sea declarada inadmisible.
25. Por otra parte, el Estado señala que se encuentra realizando diferentes acciones en las áreas de salud, educación, etnodesarrollo y ciudadanía en beneficio de los pueblos indígenas del estado de Roraima.  Sostiene además que continuará emprendiendo las medidas necesarias para el cumplimiento del Decreto de Homologación del territorio indígena y la defensa de los pueblos que habitan la región.
26. En relación con las disposiciones legislativas que afectan al territorio indígena, el Estado informa que la aplicación de las leyes municipales 110 y 111 ha sido suspendida por el gobierno municipal desde febrero de 2007, en espera de la resolución de un recurso de acción cautelar, para su derogación definitiva ante la Cámara de Concejales del Municipio.  Por otra parte, el Estado informa que el proyecto de ley Nº 2540/2006  sobre la construcción de una hidroeléctrica en el territorio indígena continúa en trámite ante la Cámara de Diputados Federal y que su aprobación está condicionada a diferentes medidas de protección a favor de las comunidades indígenas afectadas.
27. En relación a los hechos de violencia denunciados por los peticionarios, el Estado informa que se encuentran en investigación ante el Departamento de Policía Federal en el estado de Roraima.  Igualmente, indica que la supuesta minería ilegal se encuentra en investigación en el ámbito de la Acción Civil Pública N° 91.0013363-9.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
28. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la CIDH.  La petición señala como presuntas víctimas a los pueblos indígenas Ingaricó, Macuxi, Patamona, Taurepang y Wapichana y sus miembros
, respecto de quienes el Estado brasileño se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana señala que como miembro de la Organización de los Estados Americanos
, Brasil tiene las obligaciones y deberes que le imponen la Declaración Americana y la Carta de la OEA.  Brasil también es Estado parte en la Convención Americana, que ratificó el 25 de septiembre de 1992.  Por lo tanto, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la CIDH también tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos humanos protegidos en la Declaración Americana y en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado parte de esos instrumentos.
29. De conformidad con los artículos 1.2.b y 20 de su Estatuto, la CIDH tiene competencia ratione materiae para examinar posibles violaciones de los derechos humanos protegidos por la Declaración Americana; y tiene competencia ratione materiae y ratione temporis para examinar posibles violaciones de la Convención Americana ocurridas a partir de la ratificación de dicho tratado por Brasil.  Para los hechos posteriores a la ratificación de la Convención Americana por Brasil, ésta constituye la fuente principal de obligación.
30. La Comisión Interamericana observa que los hechos descritos en la petición comenzaron en 1977, cuando el Estado aun no había ratificado la Convención Americana.  Al respecto, la CIDH goza de competencia ratione temporis para determinar si, en el período anterior al 25 de septiembre de 1992, hubo alguna violación a los derechos protegidos por la Declaración Americana.  En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (“la Corte Interamericana”) ha indicado que:
Los artículos 1.2.b y 20 del Estatuto de la Comisión definen, igualmente, la competencia de la misma respecto de los derechos humanos enunciados en la Declaración.  Es decir, para estos Estados la Declaración Americana constituye, en lo pertinente y en relación con la Carta de la Organización, una fuente de obligaciones internacionales
.
B.
Agotamiento de los recursos internos
31. El artículo 46.1.a de la Convención Americana establece como requisito de admisibilidad de una petición el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna del Estado. El párrafo 2 de ese mismo artículo establece que las disposiciones en relación al agotamiento de recursos de la jurisdicción interna no se aplicarán cuando:
a.
no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal, para la protección del derecho o derechos que se alegan haber sido violados;

b.
no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y

c.
haya retardo injustificado de la decisión sobre los mencionados recursos.
32. El Estado brasileño alega que no se ha cumplido el requisito del previo agotamiento de los recursos internos y que tampoco se aplica a la situación la excepción alegada por los peticionarios de falta de debido proceso legal para la protección de los derechos de las presuntas víctimas. Conforme al Estado, al momento de la presentación de la petición se encontraban en trámite diversos recursos judiciales patrocinados por la Abogacía General de la Unión.  Asimismo, el Estado argumenta que si la demarcación no se hubiera realizado o fuera contraria a los intereses de los pueblos indígenas de Raposa, los peticionarios habrían podido  presentar el recurso de acción declaratoria o una acción popular.
33. Sin perjuicio de lo anterior, el Estado ha informado a la CIDH que en agosto de 2009 se constató que el retiro de los ocupantes no indígenas del territorio indígena demarcado fue finalizado pacíficamente.  El Estado estima que con ello fue completado el procedimiento administrativo de demarcación (supra párr. 25).  Por su parte, los peticionarios también han confirmado que, 32 años después de su inicio, fue consumado el procedimiento administrativo de demarcación (supra párr. 18).
34. Al respecto, la CIDH considera pertinente observar que el objeto primordial de la presente petición es la protección del derecho de los pueblos indígenas de Raposa a la propiedad de sus tierras ancestrales, a fin de promover el retiro de los no indígenas del territorio indígena, eliminando y previniendo así los presuntos incidentes de violencia observados durante las últimas décadas.  En efecto, según lo alegado por los peticionarios, los supuestos hechos de violencia contra los pueblos indígenas de Raposa son resultado del retardo en el proceso de demarcación del territorio indígena y de la consecuente continua presencia de no indígenas en el territorio ancestral de los pueblos indígenas de Raposa.
35. No es un hecho controvertido entre las partes que el derecho a la propiedad (o a la “posesión”, conforme a la legislación brasileña) de los pueblos indígenas en Brasil debe ser asegurado a través de un proceso administrativo de demarcación, mediante la iniciativa de la FUNAI y del Ministerio de Justicia.  Tampoco es un hecho controvertido entre las partes que el proceso administrativo de demarcación del territorio indígena de Raposa se inició en 1977, y que ha sido completado entre los meses de marzo y agosto de 2009.
36. De acuerdo a la información aportada por las partes y los documentos que constan en el expediente, el trámite administrativo de demarcación del territorio indígena de Raposa fue iniciado por la FUNAI el 24 de marzo de 1977 con la constitución de un grupo de trabajo
 encargado de elaborar la identificación y demarcación del territorio de Raposa en el marco del proceso No. FUNAI/BSB/3233/77.  El 12 de abril de 1993, la FUNAI aprobó el Parecer 036/DID/DAF, que reconoció como territorio de Raposa una superficie de 1.678.800 hectáreas.  Dicho Parecer fue transmitido ese mismo año para su respectiva consideración al Ministerio de Justicia, que dictó la Decisión Ministerial (Portaria) No. 80 de 20 de diciembre de 1996, en la que determinó que la FUNAI debía elaborar una nueva identificación de las áreas delimitadas.  En 1998, la FUNAI reenvió los antecedentes del procedimiento al nuevo Ministro de Justicia para la reconsideración de la Portaria No. 80.  El 11 de diciembre de 1998 el Ministro de Justicia emitió la Decisión Ministerial No. 820/98 (que revocó la Portaria No. 80), por la que reconoce la posesión permanente de los pueblos indígenas sobre las tierras de Raposa Serra do Sol, correspondiente a la superficie aproximada de 1.678.800 hectáreas.
37. Se advierte que contra la Decisión Ministerial (Portaria) No. 820/98, fueron interpuestos varios recursos judiciales
 por parte de terceros e incluso por el estado de Roraima, los cuales suspendieron su efecto de manera parcial.  El 13 de abril de 2005 el Ministro de Justicia de turno revocó la Portaria No 820/98 y emitió la Decisión Ministerial (Portaria) No. 534/05, en virtud de la cual se reconoció al territorio indígena de Raposa una superficie continua de 1.747.464,078 hectáreas y 32 centiáreas.

38. Posteriormente, el 15 de abril de 2005, el Presidente de Brasil firmó el Decreto de Homologación de la Resolución Ministerial No. 534/05; en agosto de 2005, fue iniciado el proceso de registro de las tierras de Raposa ante la Secretaria del Patrimonio de la Unión.  No obstante, contra la Decisión Ministerial No. 534/05 y el Decreto de Homologación, se observa que nuevamente personas no indígenas interesadas, e incluso el estado de Roraima, presentaron diferentes recursos judiciales
 en los que se demandaba la nulidad del proceso de demarcación; los cuales suspendieron el proceso de retiro de los habitantes no indígenas del territorio indígena de Raposa, hasta que el Supremo Tribunal Federal
 juzgara el mérito de al menos una de las acciones y/o recursos que versan sobre la demarcación del referido territorio indígena. 
39. La CIDH observa que la primera decisión de fondo del Supremo Tribunal Federal sobre la demarcación del territorio indígena de Raposa se dio recientemente en el marco de la “Petición 3388/RR Roraima”, emitida el 19 de marzo de 2009 y publicada en el Diario Oficial de la Unión el 25 de septiembre de 2009.  En dicha decisión se confirmó la Decisión Ministerial y el Decreto de Homologación, y se declaró la constitucionalidad de la demarcación continua del territorio indígena de Raposa, siempre y cuando se observaran las 19 condiciones indicadas en los votos de los Ministros del Supremo Tribunal Federal
.   Posteriormente, entre los meses de marzo y agosto de 2009, según la información proporcionada por ambas partes, fue finalizado el procedimiento administrativo de demarcación con el retiro completo de los ocupantes no indígenas del territorio indígena demarcado.
40. Respecto del trámite del procedimiento administrativo de demarcación descrito anteriormente, la Comisión Interamericana considera relevante observar que --de conformidad con lo alegado por los peticionarios y no controvertido por el Estado-- los recursos judiciales que han sido interpuestos durante el transcurso del proceso administrativo de demarcación, han sido promovidos por terceros interesados en el territorio indígena, con el objeto de cuestionar o anular el proceso administrativo de demarcación.  Es decir, dichos recursos judiciales no son recursos interpuestos por los peticionarios ni por las presuntas víctimas, ni por terceros en su favor; y no son, por ende, recursos idóneos para resolver los presuntos reclamos planteados en la petición.  Por tanto, la Comisión Interamericana no toma en consideración dichos recursos judiciales a fin de determinar si se ha cumplido con el requisito de previo agotamiento de los recursos internos, conforme al artículo 46.1.a de la Convención Americana
.

41. Por lo tanto, teniendo en cuenta las circunstancias de la presente petición, la CIDH considera que el proceso administrativo de demarcación ha sido finalizado, y con ello ha sido determinada en definitiva la demarcación, delimitación y titulación del referido territorio.  En base a lo anterior, la Comisión Interamericana decide que los recursos internos del proceso administrativo de demarcación --vía administrativa pertinente-- están agotados, conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana
.
C.
Plazo de presentación de la petición
42. El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación de la decisión definitiva.  En el presente caso, la Comisión Interamericana se pronunció supra sobre el agotamiento de los recursos internos.  La petición fue presentada el 29 de marzo de 2004, antes del agotamiento en cuestión;  al respecto, la CIDH entiende que los requisitos de admisibilidad deben estar reunidos en el instante de la aprobación del informe sobre la admisibilidad.  De ese modo, la Comisión concluye que se ha cumplido el requisito del artículo 46.1.b de la Convención Americana en relación al caso sub examine.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
43. No surge del expediente que la petición presentada ante la Comisión Interamericana se encuentre actualmente pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni reproduzca sustancialmente alguna petición o comunicación anterior ya examinada por la CIDH u otro organismo internacional, como establecen los artículos 46.1.c. y 47.d. de la Convención Americana, respectivamente.

E.
Caracterización de los hechos alegados
44. El artículo 47.b. de la Convención Americana establece que la Comisión Interamericana declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada cuando "no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta Convención".  El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición.  En efecto, la evaluación de la CIDH se encuentra dirigida a determinar, prima facie, si la petición comprende el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención Americana, y no a establecer la existencia efectiva de una violación de derechos.  En otros términos, este análisis tiene carácter sumario y no implica prejuzgar sobre el fondo del asunto.
45. Los peticionarios sostienen que el Estado ha violado el derecho a la propiedad de los pueblos indígenas de Raposa en virtud del retardo en el proceso de demarcación de su territorio ancestral y la ineficacia de la protección judicial destinada a garantizar su derecho a la propiedad, en virtud de falencias respecto de la legislación existente respecto de ello.  Asimismo, indican que el referido tratamiento legal a la propiedad territorial indígena es discriminatorio y menos respetuoso que el otorgado a la propiedad no indígena, y que la alegada inexistencia de recursos legales disponibles y accesibles a los pueblos indígenas violan su derecho a la igualdad ante la ley.  

46. Los peticionarios agregan que todo lo anterior ha resultado en la violación de otros derechos de los pueblos indígenas de Raposa, como por ejemplo, el derecho a la vida; a la integridad personal; y a la inviolabilidad del domicilio, en razón de innúmeros incidentes violentos perpetrados impunemente por ocupantes no indígenas contra la vida e integridad de los pueblos indígenas, y por la grave degradación ambiental que han constituido serias amenazas al derecho a la vida y a la integridad de los pueblos indígenas
.  Igualmente, argumentan que el Estado es responsable de restricciones indebidas al derecho de tránsito y circulación y a la libertad religiosa por la tolerancia estatal a la continua presencia de ocupantes no indígenas en el territorio de Raposa Serra do Sol, quienes impiden la circulación de los pueblos indígenas y restringen su acceso a lugares sagrados y recursos naturales utilizados por dichos pueblos para manifestar sus creencias y su cultura.
47. En ese sentido, la Comisión Interamericana observa que en caso de ser probados los alegatos de los peticionarios en relación a las supuestas violaciones descritas supra, podrían caracterizarse violaciones a los artículos 4, 5, 8, 12, 21, 22, 24 y 25 de la Convención Americana, en relación con la obligación de respetar los derechos y el deber de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter a fin de asegurar el ejercicio de los derechos consagrados en la Convención Americana, previstos en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento internacional.
48. Asimismo, la Comisión Interamericana toma nota que el proceso de demarcación en cuestión se inició en 1977, cuando la Convención Americana aun no había sido ratificada por Brasil; por tanto, la CIDH estima que en caso de ser probados, los hechos referidos supra ocurridos anteriormente al 25 de septiembre de 1992, podrían caracterizar violaciones a los artículos I, II, III, VIII, IX, XVIII, XXIII de la Declaración Americana.

49. En conclusión, la CIDH decide que la petición es admisible de acuerdo a lo establecido en el artículo 47.b de la Convención Americana, en los términos descritos anteriormente.
V.
CONCLUSIONES
50. La CIDH concluye que tiene competencia para tomar conocimiento de la petición y que ésta cumple con los requisitos de admisibilidad, de acuerdo con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  En función de los argumentos de hecho y de derecho expuestos anteriormente y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1.
Declarar admisible la petición, en relación con las presuntas violaciones de los artículos 4, 5, 8, 12, 21, 22 24 y 25 de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento;

2.
Declarar admisible la petición, en relación con las presuntas violaciones de los artículos I, II, III, VIII, IX, XVIII, XXIII de la Declaración Americana;
2.
Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios;
3.
Iniciar el trámite sobre el fondo de la cuestión;
4.
Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010. (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión.
� El Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la votación sobre el presente informe, de conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH.


� La CIDH recibió comunicaciones de los peticionarios en las siguientes fechas: 27 de octubre de 2004, 3 de noviembre de 2004, 5 de noviembre de 2004, 1 de diciembre de 2004, 6 de diciembre de 2004, 7 de enero de 2005, 21 de enero de 2005, 24 de marzo de 2005, 28 de abril de 2005, 15 de julio de 2005, 23 de septiembre de 2005, 25 de octubre de 2005, 7 de junio de 2006, 11 de septiembre de 2006, 7 de diciembre de 2006, 26 de enero de 2007, 1º de marzo de 2007, 20 de junio de 2007, 5 de julio de 2007, 14 de julio 2007, 15 de enero de 2008, 29 de febrero de 2008, 14 de abril de 2008, 10 de junio de 2008 y 2 de febrero de 2009.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.


� La CIDH recibió comunicaciones del Estado en las siguientes fechas: 22 de abril de 2005, 31 de julio de 2006, 7 de agosto de 2006, 27 de diciembre de 2006, 8 de enero de 2007, 21 de abril de 2008, 25 de abril de 2008, 2 de junio de 2008 y 22 de octubre de 2008.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.


� Los pueblos indígenas Ingaricó, Macuxi, Patamona, Taurepang y Wapichana, y sus miembros constituyen pueblos organizados y ubicados en un lugar geográfico específico, cuyos miembros pueden ser individualizados e identificados. De la denuncia inicial presentada por los peticionarios y recibida por la Comisión el 29 de marzo de 2004, se advierte que los pueblos indígenas Ingaricó, Macuxi, Patamona, Taurepang y Wapichana habitan en una superficie aproximada de 1.747.465 hectáreas al noreste del Estado de Roraima; con una población conjunta de 18.000 indígenas, los cuales conforman 167 comunidades localizadas en 4 etno-regiones: Serras, Baixo Contigo, Raposa y Surumú.  Sobre la competencia ratione personae de la CIDH respecto de pueblos indígenas, véase CIDH, Informe Nº 98/09, P4355-02, Admisibilidad, Pueblo Indígena Xucuru, Brasil, 29 de octubre de 2009, párr. 27; Informe N° 62/04, P167/03, Admisibilidad, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku y sus miembros, Ecuador, 13 de octubre de 2004, párr. 47; y Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 149.


� Brasil es miembro fundador de la Organización de los Estados Americanos; firmó la Carta de la OEA en 1948 y depositó el instrumento de ratificación en 1950.


� Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89 de 14 de julio de 1989, Serie A No. 10, párr. 45. Véase también CIDH. Informe No. 19/98, Admisibilidad, Caso 11.516, Ovelário Tames, Brasil, 21 de febrero de1998, párr. 15; Informe No. 33/01, Admisibilidad, Caso 11.552, Guerrilla de Araguaia, Julia Gomes Lund et al, Brasil, 6 de marzo de 2001, párr. 38; Informe No. 17/98, Admisibilidad, Casos 11.407 Clarival Xavier Coutrim, 11.406, Celso Bonfim de Lima, 11.416, Marcos Almeida Ferreira, 11.413, Delton Gomes da Mota, 11.417,  Marcos de Assis Ruben, 11.412, Wanderley Galati, 11.414, Ozeas Antônio dos Santos, 11.415, Carlos Eduardo Gomes Ribeiro, 11.286, Aluísio Cavalcanti Júnior y Cláudio Aparecido de Moraes, Brasil, 21 de febrero de 1998, párr. 163.


� De acuerdo al Despacho Ministerial No. 80, de 20 de diciembre de 1996, en los años 1977, 1979, 1984 y 1989, fueron conformados por el Estado, diferentes grupos de trabajo encargados de delimitar el territorio indígena.


	� Se advierte que fueron presentados los siguientes recursos judiciales: “Mandado de Segurança”: en 1999, el estado de Roraima presentó un “mandado de segurança” registrado bajo el No. 6.210 – DF (1999/0016885-2) ante el Supremo Tribunal Federal, contra la Portaria No. 820/98; Acción popular: en 1999, Silvino Lopes da Silva presentó una acción popular registrada bajo el No. 1999.42.00.000014-7, ante el Juez de la 1ra Vara Federal de Roraima, contra la Unión y otros, con el objeto de anular la Portaria No. 820/98; Recurso de Reclamación: en agosto de 2004, presentado por el Ministerio Público Federal al Supremo Tribunal Federal.


� Se advierte que fueron presentados los siguientes recursos judiciales: los Senadores Cavalcanti y Augusto Botelho protocolizaron la acción cautelar N° 1.086-1/8222 ante el Supremo Tribunal Federal; Márcio Junqueira Pereira presentó la acción civil originaria N° 804 contra la Decisión Ministerial N° 534/05, con la que se cuestiona el laudo antropológico de la demarcación del territorio indígena; dos interdictos prohibitorios, 2006.42.00.000084-0 y 2006.42.00.000098-7; acciones declaratorias 2006.42.00.000.7575, 2006.42.00.000739-7 y 2006.42.00.000737-0; y acción civil pública 2006.42.00.000748-6.


� El 9 de abril de  2008, el Supremo Tribunal Federal, suspendió “liminarmente” la operación de retiro de los no indígenas en el ámbito de la acción cautelar (AC. 2009).  El 10 de abril del mismo año, el Supremo Tribunal Federal negó el pedido de la acción cautelar (AC. 2014) presentada por la Unión Federal y mantuvo la decisión de suspender la operación de retiro de los no indígenas hasta el juzgamiento del mérito de por lo menos una las acciones judiciales tramitadas ante el Supremo Tribunal Federal. Dentro del recurso de Reclamación 3331-7/RR, con fecha 28 de junio de 2006 el Supremo Tribunal Federal se declaró competente para analizar las acciones judiciales que discuten la demarcación del territorio de Raposa Serra do Sol, avocando para sí todas las acciones tramitadas ante el Juzgado de la 1ra Vara Federal de Roraima.


� Decisión (Acórdão) del Supremo Tribunal Federal sobre la Petición 3.388-4 Roraima (Anexo A de la comunicación de los peticionarios recibida el 4 de diciembre de 2009), disponible en � HYPERLINK "http://www.stf.jus.br/portal/geral/verPdfPaginado.asp?id=603021&tipo=AC&descricao=Inteiro%20Teor%20Pet%20/%203388" ��http://www.stf.jus.br/portal/geral/verPdfPaginado.asp?id=603021&tipo=AC&descricao=Inteiro%20Teor%20Pet%20/%203388�


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe N° 98/09, P4355-02, Admisibilidad, Pueblo Indígena Xucuru, Brasil, 29 de octubre de 2009, párr. 34.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe N° 98/09, P4355-02, Admisibilidad, Pueblo Indígena Xucuru, Brasil, 29 de octubre de 2009, párr. 35; Informe N° 11/03, Admisibilidad, P 0326, Comunidad Indígena Xakmok Kásek del Pueblo Enxet, Paraguay, 20 de febrero de 2003, párr. 38; e Informe N° 12/03, Admisibilidad, P 0322/2001, Comunidad Indígena Sawhoyamaxa del Pueblo Enxet, Paraguay, 20 de febrero de 2003, párr. 45.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe No. 76/09, Admisibilidad, Petición 1473-06, Comunidad de La Oroya (Perú), 5 de agosto de 2009, párr. 74; e Informe No. 69/04, Admisibilidad, Petición 504-03, Comunidad de San Mateo de Huanchor y sus miembros (Perú), 15 de octubre de 2004, párr. 66.





